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TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL. 

     Medellín, siete de febrero de dos mil veintidós. 

  

 

 Proceso: Verbal (Responsabilidad Civil Extracontractual) 

 Demandante: Cindy Katerine Morales Tangarife y Otros 

 Demandado: Productos Alimenticios El Carriel S.A.S. 

Procedencia: Juzgado 1°Civil Circuito de Girardota 

 C.U.D.R.: 05308 31 03 001 2020 00034 -01 

 Rdo. Interno: 073-21. 

   A.I.V.  025/22. 

 

 

En escrito remitido por correo electrónico por el vocero judicial de la 

sociedad demanda, el uno de diciembre de 2021, se solicitó que se 

ordenara al Juzgado de origen la expedición de los oficios de desembargo 

a cada una de las entidades financieras respecto de las cuentas bancarias 

de su representada, por cuanto ya habían pasado dos meses sin que el 

despacho justificara las razones para mantener las medidas cautelares, 

cuando ya se habían debitado dineros superando la pretensión de la parte 

demandante, como se detallaba en la imagen adjunta con respuesta de  

BANCOLOMBIA. 

 

En primer término, resulta necesario precisar que, si bien en la misma se 

alude al derecho de petición, que consagra el artículo 23 de la 

Constitución, la Corte Constitucional, ha señalado que el mismo resulta 

improcedente para impulsar los procesos judiciales. Así lo expuso en la 
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Sentencia T-377 de 2000, MP. Alejandro Martínez Caballero: 

 

“En cuanto al derecho de petición ante autoridades judiciales, se 

ha sostenido de tiempo atrás que por regla general los procesos 

que ante estos se adelanten cuentan con procedimientos expresos 

dispuestos en la ley, por consiguiente, es en el marco de estos que 

las solicitudes elevadas por las partes deben resolverse, y no a 

través del derecho de petición.” 

 

En segundo lugar, debe indicarse que no radica en esta Corporación la 

competencia para emitir órdenes tendientes al cumplimiento propio de las 

funciones de los juzgados, dentro del trámite ordinario de un proceso, 

pues el hecho de estar conociendo este Despacho sobre el recurso de 

apelación de la sentencia proferida en primera instancia en el asunto de la 

referencia (05308 31 03 001 2020 00034 -01), así como de la apelación 

del auto que decretó las medidas cautelares (05308 31 03 001 2020 

00034 -02), no le otorga tal competencia, máxime si la decisión que 

dispuso el levantamiento de algunas medidas decretadas no es el que se 

recurrió en alzada, y por ende, no hace parte de los recursos que deben 

definirse por este Tribunal. 

  

En consecuencia, se rechaza la solicitud invocada por el profesional del 

derecho que asiste los intereses de la sociedad demandada. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

La Magistrada, 

   

 

 

GLORIA PATRICIA MONTOYA ARBELÁEZ 
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